En la ciudad de La Plata a los doce días del mes de abril de dos mil siete, reunidos en Acuerdo Ordinario, los Señores Jueces de la Sala Segunda del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, doctores Jorge Hugo Celesia, Carlos Alberto Mahiques y Fernando Luis María Mancini, desinsaculados con el objeto de resolver en la presente causa nº 18487, caratulada “N., M. A. s/ recurso de casación”. Practicado el sorteo de ley, resultó que en la votación debía observarse el orden siguiente: MANCINI – MAHIQUES -CELESIA.
A N T E C E D E N T E S

Llegan los autos a conocimiento de esta sede como consecuencia del recurso de Casación planteado por el Sr. Defensor Oficial de San Isidro, Dr. Fernando Ramón Abad, contra la sentencia por la que, con fecha 15 de octubre del 2004, el Juzgado en lo Correccional nº 3 del referido distrito decidió condenar a M. A. N. a la pena de seis meses de prisión en suspenso, dos años de inhabilitación especial para ejercer cargos públicos y costas, como autor penalmente responsable del delito de incumplimiento de los deberes de funcionario público.

Cumplidos los trámites de rigor y hallándose esta causa en estado de dictar sentencia, este Tribunal decidió plantear y votar las siguientes

C U E S T I O N E S

Primera: ¿Es admisible el presente recurso?

Segunda: En su caso: ¿es procedente?

A la primera cuestión planteada, el Señor Juez doctor Mancini, dijo: 

Entiendo que cabe confirmar lo resuelto por el “a quo” a fs. 43/44 puesto que, además de haberse cumplido con los recaudos de tiempo y forma, el planteo se dirige a controvertir una sentencia definitiva (arts. 105 y 450 del C.P.P.) que, por su carácter condenatorio, genera agravio al imputado y su defensa (arts. 421 y 454 inc. 1º del C.P.P.)

Voto por la afirmativa.

A la misma primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Mahiques dijo:

Adhiero al voto del doctor Mancini en igual sentido y por los mismos fundamentos.

Así lo voto.

A la misma primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Celesia dijo:

Adhiero al voto de los distinguidos colegas preopinantes, en igual sentido y por los mismos fundamentos.

Así lo voto.

A la segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Mancini, dijo:

I. El planteo contiende cuatro motivos de agravio.

I.1.En el primero de ellos, en esencia, se denuncia transgresión de los artículos 209, 210 y 366 del C.P.P. por haberse valorado en el veredicto (copia de fs. 166/167) una constancia escrita que no fue incorporada al debate por su lectura.

I.2.En segundo término, la defensa sostiene que el “a quo” habría incurrido en absurda valoración de la prueba. Dice en este punto que no podría sostenerse que el abogado Q. se presentara en la Comisaría de Vicente López -en la que se desempeñaba N.- a formular la denuncia el día 7 de septiembre pues para esa fecha aún estaba tratando de llegar a un arreglo extrajudicial con la parte contraria. Agrega, en el mismo sentido, que Q. nunca afirmó haber concurrido al destacamento policial para radicar la denuncia. Argumenta también que los dichos de M. V. (documentados a fs. 166/167) carecen de validez para el debate, que la testigo del V. P. no escuchó nada directamente y se opone además a lo testimoniado por Q. y que A. V. sería solo testigo de oidas. Finaliza el punto argumentando que no hay pruebas de que su asistido conociera la gravedad de las lesiones de las que recibió noticia.

I.3. Alega en otro orden el recurrente que la sentencia sería nula por cuanto al tratar la autoría se omitió todo fundamento válido, limitándose el sentenciante a remitir globalmente a la prueba de la materialidad ilícita. En cualquier caso, agrega que habría absurdo valorativo pues no se alcanza a comprender cuál sería la omisión que funda el reproche.

I.4. Por último, se alega violación de los artículos 40 y 41 del C.P. pues a criterio de la Defensa el monto de pena es excesivo. Dice que no hay motivos para apartarse del mínimo legal habida cuenta la concurrencia de atenuantes y la inexistencia de agravantes. En otro orden, dice que el “a quo” habría excedido al imponer pena de inhabilitación por un plazo que excede el doble del de prisión.

II.- Notificada la radicación en Sala, el señor Fiscal Adjunto de Casación, Dr. Jorge Armando Roldán requirió el rechazo del planteo en todos sus términos por no advertirse absurdo, arbitrariedad ni ninguna de las otras infracciones que se denuncian.

III.- Expondré sintéticamente los motivos que me llevan a proponer el rechazo del presente (art. 465 inc. 3º del C.P.P.).-

III.1. Frente a lo que sostiene el agraviado, no ha existido en autos violación a los principios que rigen la incorporación de prueba al juicio oral, pues las partes han consentido la introducción por lectura de la testimonial de M. V., y esto legitima que el “a quo” requiriera una nueva copia de esa declaración (glosada a fs. 166/167) ante la ilegibilidad de la primera (fs. 1/2).

El consentimiento de las partes para la incorporación de prueba por lectura, que obviamente implica renuncia parcial a la oralidad, no se refiere a la materialidad del instrumento en el que consta la prueba (v. gr., acta en la que consta la testimonial o copia de ese acta) sino a la prueba misma (v. gr., declaración testimonial) cuya reproducción oral se estima innecesaria.

La obtención de una copia legible de la testimonial cuya incorporación fue consentida, entonces, no podría causar perjuicio alguno a quienes han prestado ese consentimiento ni autorizar, en consecuencia, la anulación que se persigue.

III.2. Tampoco es procedente el segundo de los agravios pues no se advierte que el “a quo” haya incurrido en algún error lógico o valorativo que permita modificar los hechos que ha considerado acreditados.

Es que la convicción sincera del sentenciante sobre la materialidad infraccionaria encuentra suficiente sustento en la testimonial de Q. (en cuanto explicó que concurrió varias veces a la Comisaría y que N. nunca la recibió denuncia alguna), corroborada en lo pertinente por las manifestaciones del Oficial G. (quien dio cuenta de que Q. se presentó varias veces a formular denuncia y que, luego de haber sido atendido por N., se retiró sin realizar el acto), así como por lo testimoniado por la Subcomisario Z. (quien dijo haber escuchado las airadas protestas de Q. ante la falta de respuesta a sus peticiones) y, finalmente, por el parcial reconocimiento del encasado que, entre otras cosas, admitió no haber recibido la denuncia ni cumplido diligencia alguna por no constarle la gravedad de las lesiones y tratarse de un hecho ocurrido algunos días atrás.

La supuesta incompatibilidad que existiría entre la intención de formular una denuncia y la de realizar a la vez tratativas extrajudiciales con el presunto responsable, no pasa de ser una opinión discrepante del agraviado, por cierto plausible pero insuficiente, en la medida en que no se demuestra que la apreciación del “a quo” resulte contraria a la experiencia o al sentido común.

En otro orden, si bien parecen en principio apropiadas parte de las apreciaciones que el recurrente deja deslizar en torno a los testigos del V. P. y A. V., lo cierto es que la sentenciante sólo acudió a ellos como corroborantes de su convicción sincera formada sobre la base de pruebas independientes.

Por último y en lo que hace al desconocimiento de la gravedad de las lesiones que habría padecido la víctima, lo cierto es que no se advierte que ello pudiese excusar la inactividad de N. quien de todos modos debía recibir la denuncia y, a todo evento, motorizar también las diligencias indispensables para determinar aquel extremo.

III.3. No pasa de ser una objeción meramente formal la referida a la supuesta falta de motivación de la que adolecería la cuestión segunda del veredicto, pues el acto sentencial no es una suma de compartimientos estancos sino un todo único e inescindible en el que cada una de las partes se vincula y correlaciona con las restantes.

En el caso, el sintético tratamiento que la Sra. Juez ha dado a la cuestión referida a la autoría del encausado abastece la exigencia formal de fundamentación, dado que el “a quo” ha citado aquí distintas testimoniales cuyo contenido y fuerza convictiva ya había analizado prolijamente en la cuestión anterior.

En cuanto a la supuesta indeterminación de la omisión que se imputa, la apreciación del agraviado no condice aquí con lo afirmado en el fallo, en el que se dejó en claro que ella consistió en no haber recibido denuncia por un ilícito de acción pública.

III.4.- La inexistencia de agravantes y la afirmación de atenuantes no lleva necesariamente a la imposición del mínimo legal, habida cuenta que en el sistema de los artículos 40 y 41 del C.P. no se fija la incidencia que debe tener cada una de las pautas mensurativas ni se impone tampoco a los jueces partir siempre del extremo inferior de la escala.

Por último y en lo que se refiere a la pena de inhabilitación para el ejercicio de cargos públicos,  tampoco se advierte exceso alguno por parte del “a quo” habida cuenta que la expresión “por doble tiempo” que utiliza el artículo 248 del C.P. debe interpretarse en relación al tiempo mínimo y máximo que se prevé en abstracto en esa misma norma para la pena de prisión.

Sin que resulte posible extraer consecuencias del texto del artículo 275 del C.P., que tiene una redacción diferente, la distinta naturaleza y finalidad de las penas implicadas justifica el reconocimiento de escalas independientes (tal como ocurre con claridad en el caso de los artículos 249, 252, 253) que permitan una individualización precisa en razón de las particularidades de cada hecho y cada autor.

Voto por la negativa.

A la misma segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Mahiques dijo:

Adhiero al voto precedente del juez Mancini, en el mismo sentido y por los mismos fundamentos.-

Así lo voto.-

A la misma segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Celesia dijo:

Adhiero por sus fundamentos al voto de los distinguidos colegas preopinantes, en el mismo sentido. Así lo voto.-

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, la Sala II del Tribunal de Casación Penal resuelve:

I.- Declarar formalmente admisible el recurso de casación deducido por la Defensa Oficial que asiste al imputado M. A. N., contra la sentencia dictada el 15/10/04 por el Juzgado en lo Correccional nº 3 de San Isidro.

II.- Rechazarlo con costas, por no haberse demostrado las transgesiones legales denunciadas (arts. 40, 41 y 248 del C.P. y arts. 106, 210, 366, 373, 448, 464, 465, 530, y 531 del C.P.P.).-

Regístrese, notifíquese y oportunamente devuélvase.

CARLOS ALBERTO MAHIQES – JORGE HUGO CELESIA – FERNANDO LUIS MARIA MANCINI

